
42166 Miércoles 29 diciembre 2004 BOE núm. 313

I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
  21760 LEY ORGÁNICA 1/2004, de 28 de diciembre, de 

Medidas de Protección Integral contra la Vio-
lencia de Género.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La violencia de género no es un problema que afecte 

al ámbito privado. Al contrario, se manifiesta como el 
símbolo más brutal de la desigualdad existente en nues-
tra sociedad. Se trata de una violencia que se dirige sobre 
las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser conside-
radas, por sus agresores, carentes de los derechos míni-
mos de libertad, respeto y capacidad de decisión.

Nuestra Constitución incorpora en su artículo 15 el 
derecho de todos a la vida y a la integridad física y moral, 
sin que en ningún caso puedan ser sometidos a torturas 
ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Además, 
continúa nuestra Carta Magna, estos derechos vinculan a 
todos los poderes públicos y sólo por ley puede regularse 
su ejercicio.

La Organización de Naciones Unidas en la IV Confe-
rencia Mundial de 1995 reconoció ya que la violencia con-
tra las mujeres es un obstáculo para lograr los objetivos 
de igualdad, desarrollo y paz y viola y menoscaba el dis-
frute de los derechos humanos y las libertades fundamen-
tales. Además la define ampliamente como una manifes-
tación de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre mujeres y hombres. Existe ya incluso 
una definición técnica del síndrome de la mujer maltra-
tada que consiste en «las agresiones sufridas por la mujer 
como consecuencia de los condicionantes socioculturales 
que actúan sobre el género masculino y femenino, situán-
dola en una posición de subordinación al hombre y
manifestadas en los tres ámbitos básicos de relación de la 
persona: maltrato en el seno de las relaciones de pareja, 
agresión sexual en la vida social y acoso en el medio labo-
ral».

En la realidad española, las agresiones sobre las 
mujeres tienen una especial incidencia, existiendo hoy 
una mayor conciencia que en épocas anteriores sobre 
ésta, gracias, en buena medida, al esfuerzo realizado por 
las organizaciones de mujeres en su lucha contra todas 
las formas de violencia de género. Ya no es un «delito 

invisible», sino que produce un rechazo colectivo y una 
evidente alarma social.

II
Los poderes públicos no pueden ser ajenos a la vio-

lencia de género, que constituye uno de los ataques más 
flagrantes a derechos fundamentales como la libertad, la 
igualdad, la vida, la seguridad y la no discriminación pro-
clamados en nuestra Constitución. Esos mismos poderes 
públicos tienen, conforme a lo dispuesto en el artículo 9.2 
de la Constitución, la obligación de adoptar medidas de 
acción positiva para hacer reales y efectivos dichos dere-
chos, removiendo los obstáculos que impiden o dificultan 
su plenitud.

En los últimos años se han producido en el derecho 
español avances legislativos en materia de lucha contra la 
violencia de género, tales como la Ley Orgánica 11/2003, 
de 29 de septiembre, de Medidas Concretas en Materia de 
Seguridad Ciudadana, Violencia Doméstica e Integración 
Social de los Extranjeros; la Ley Orgánica 15/2003, de 25 
de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgáni-
ca 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, o la
Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de 
Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica; ade-
más de las leyes aprobadas por diversas Comunidades 
Autónomas, dentro de su ámbito competencial. Todas 
ellas han incidido en distintos ámbitos civiles, penales, 
sociales o educativos a través de sus respectivas nor-
mativas.

La Ley pretende atender a las recomendaciones de los 
organismos internacionales en el sentido de proporcionar 
una respuesta global a la violencia que se ejerce sobre las 
mujeres. Al respecto se puede citar la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación 
sobre la mujer de 1979; la Declaración de Naciones Uni-
das sobre la eliminación de la violencia sobre la Mujer, 
proclamada en diciembre de 1993 por la Asamblea Gene-
ral; las Resoluciones de la última Cumbre Internacional 
sobre la Mujer celebrada en Pekín en septiembre de 1995; 
la Resolución WHA49.25 de la Asamblea Mundial de la 
Salud declarando la violencia como problema prioritario 
de salud pública proclamada en 1996 por la OMS; el 
informe del Parlamento Europeo de julio de 1997; la Reso-
lución de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas de 1997; y la Declaración de 1999 como Año
Europeo de Lucha Contra la Violencia de Género, entre 
otros. Muy recientemente, la Decisión n.º 803/2004/CE del 
Parlamento Europeo, por la que se aprueba un programa 
de acción comunitario (2004-2008) para prevenir y com-
batir la violencia ejercida sobre la infancia, los jóvenes y 
las mujeres y proteger a las víctimas y grupos de riesgo 
(programa Daphne II), ha fijado la posición y estrategia de 
los representantes de la ciudadanía de la Unión al res-
pecto.

El ámbito de la Ley abarca tanto los aspectos preven-
tivos, educativos, sociales, asistenciales y de atención 
posterior a las víctimas, como la normativa civil que 
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incide en el ámbito familiar o de convivencia donde prin-
cipalmente se producen las agresiones, así como el prin-
cipio de subsidiariedad en las Administraciones Públicas. 
Igualmente se aborda con decisión la respuesta punitiva 
que deben recibir todas las manifestaciones de violencia 
que esta Ley regula.

La violencia de género se enfoca por la Ley de un 
modo integral y multidisciplinar, empezando por el pro-
ceso de socialización y educación.

La conquista de la igualdad y el respeto a la dignidad 
humana y la libertad de las personas tienen que ser un 
objetivo prioritario en todos los niveles de socialización.

La Ley establece medidas de sensibilización e inter-
vención en al ámbito educativo. Se refuerza, con referen-
cia concreta al ámbito de la publicidad, una imagen que 
respete la igualdad y la dignidad de las mujeres. Se apoya 
a las víctimas a través del reconocimiento de derechos 
como el de la información, la asistencia jurídica gratuita y 
otros de protección social y apoyo económico. Propor-
ciona por tanto una respuesta legal integral que abarca 
tanto las normas procesales, creando nuevas instancias, 
como normas sustantivas penales y civiles, incluyendo la 
debida formación de los operadores sanitarios, policiales 
y jurídicos responsables de la obtención de pruebas y de 
la aplicación de la ley.

Se establecen igualmente medidas de sensibilización 
e intervención en el ámbito sanitario para optimizar la 
detección precoz y la atención física y psicológica de las 
víctimas, en coordinación con otras medidas de apoyo.

Las situaciones de violencia sobre la mujer afectan 
también a los menores que se encuentran dentro de su 
entorno familiar, víctimas directas o indirectas de esta 
violencia. La Ley contempla también su protección no 
sólo para la tutela de los derechos de los menores, sino 
para garantizar de forma efectiva las medidas de protec-
ción adoptadas respecto de la mujer.

III
La Ley se estructura en un título preliminar, cinco títu-

los, veinte disposiciones adicionales, dos disposiciones 
transitorias, una disposición derogatoria y siete disposi-
ciones finales.

En el título preliminar se recogen las disposiciones 
generales de la Ley que se refieren a su objeto y prin-
cipios rectores.

En el título I se determinan las medidas de sensibiliza-
ción, prevención y detección e intervención en diferentes 
ámbitos. En el educativo se especifican las obligaciones 
del sistema para la transmisión de valores de respeto a la 
dignidad de las mujeres y a la igualdad entre hombres y 
mujeres. El objetivo fundamental de la educación es el de 
proporcionar una formación integral que les permita con-
formar su propia identidad, así como construir una con-
cepción de la realidad que integre a la vez el conocimiento 
y valoración ética de la misma.

En la Educación Secundaria se incorpora la educación 
sobre la igualdad entre hombres y mujeres y contra la 
violencia de género como contenido curricular, incorpo-
rando en todos los Consejos Escolares un nuevo miem-
bro que impulse medidas educativas a favor de la igual-
dad y contra la violencia sobre la mujer.

En el campo de la publicidad, ésta habrá de respetar la 
dignidad de las mujeres y su derecho a una imagen no 
estereotipada, ni discriminatoria, tanto si se exhibe en los 
medios de comunicación públicos como en los privados. 
De otro lado, se modifica la acción de cesación o rectifica-
ción de la publicidad legitimando a las instituciones y 
asociaciones que trabajan a favor de la igualdad entre 
hombres y mujeres para su ejercicio.

En el ámbito sanitario se contemplan actuaciones de 
detección precoz y apoyo asistencial a las víctimas, así como 
la aplicación de protocolos sanitarios ante las agresiones 

derivadas de la violencia objeto de esta Ley, que se remitirán 
a los Tribunales correspondientes con objeto de agilizar el 
procedimiento judicial. Asimismo, se crea, en el seno del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, una 
Comisión encargada de apoyar técnicamente, coordinar y 
evaluar las medidas sanitarias establecidas en la Ley.

En el título II, relativo a los derechos de las mujeres 
víctimas de violencia, en su capítulo I, se garantiza el 
derecho de acceso a la información y a la asistencia social 
integrada, a través de servicios de atención permanente, 
urgente y con especialización de prestaciones y multidis-
ciplinariedad profesional. Con el fin de coadyuvar a la 
puesta en marcha de estos servicios, se dotará un Fondo 
al que podrán acceder las Comunidades Autónomas, de 
acuerdo con los criterios objetivos que se determinen en 
la respectiva Conferencia Sectorial.

Asimismo, se reconoce el derecho a la asistencia jurí-
dica gratuita, con el fin de garantizar a aquellas víctimas 
con recursos insuficientes para litigar una asistencia 
letrada en todos los procesos y procedimientos, relacio-
nados con la violencia de género, en que sean parte, asu-
miendo una misma dirección letrada su asistencia en 
todos los procesos. Se extiende la medida a los perjudica-
dos en caso de fallecimiento de la víctima.

Se establecen, asimismo, medidas de protección en el 
ámbito social, modificando el Real Decreto Legislati-
vo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, para 
justificar las ausencias del puesto de trabajo de las vícti-
mas de la violencia de género, posibilitar su movilidad 
geográfica, la suspensión con reserva del puesto de tra-
bajo y la extinción del contrato.

En idéntico sentido se prevén medidas de apoyo a las 
funcionarias públicas que sufran formas de violencia de 
las que combate esta Ley, modificando los preceptos 
correspondientes de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
Medidas para la Reforma de la Función Pública.

Se regulan, igualmente, medidas de apoyo económico, 
modificando el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, para que las víctimas de 
la violencia de género generen derecho a la situación 
legal de desempleo cuando resuelvan o suspendan volun-
tariamente su contrato de trabajo.

Para garantizar a las víctimas de violencia de género 
que carezcan de recursos económicos unas ayudas socia-
les en aquellos supuestos en que se estime que la víctima 
debido a su edad, falta de preparación general especiali-
zada y circunstancias sociales no va a mejorar de forma 
sustancial su empleabilidad, se prevé su incorporación al 
programa de acción específico creado al efecto para su 
inserción profesional. Estas ayudas, que se modularán en 
relación a la edad y responsabilidades familiares de la 
víctima, tienen como objetivo fundamental facilitarle 
unos recursos mínimos de subsistencia que le permitan 
independizarse del agresor; dichas ayudas serán compati-
bles con las previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciem-
bre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Vio-
lentos y Contra la Libertad Sexual.

En el título III, concerniente a la Tutela Institucional, se 
procede a la creación de dos órganos administrativos. En 
primer lugar, la Delegación Especial del Gobierno contra 
la Violencia sobre la Mujer, en el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales, a la que corresponderá, entre otras fun-
ciones, proponer la política del Gobierno en relación con 
la violencia sobre la mujer y coordinar e impulsar todas 
las actuaciones que se realicen en dicha materia, que 
necesariamente habrán de comprender todas aquellas 
actuaciones que hagan efectiva la garantía de los dere-
chos de las mujeres. También se crea el Observatorio 
Estatal de Violencia sobre la Mujer, como un órgano cole-
giado en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y 
que tendrá como principales funciones servir como cen-
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tro de análisis de la situación y evolución de la violencia 
sobre la mujer, así como asesorar y colaborar con el Dele-
gado en la elaboración de propuestas y medidas para 
erradicar este tipo de violencia.

En su título IV la Ley introduce normas de naturaleza 
penal, mediante las que se pretende incluir, dentro de los 
tipos agravados de lesiones, uno específico que incre-
mente la sanción penal cuando la lesión se produzca con-
tra quien sea o haya sido la esposa del autor, o mujer que 
esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia. También se castigarán 
como delito las coacciones leves y las amenazas leves de 
cualquier clase cometidas contra las mujeres menciona-
das con anterioridad.

Para la ciudadanía, para los colectivos de mujeres y 
específicamente para aquellas que sufren este tipo de 
agresiones, la Ley quiere dar una respuesta firme y con-
tundente y mostrar firmeza plasmándolas en tipos pena-
les específicos.

En el título V se establece la llamada Tutela Judicial 
para garantizar un tratamiento adecuado y eficaz de la 
situación jurídica, familiar y social de las víctimas de vio-
lencia de género en las relaciones intrafamiliares.

Desde el punto de vista judicial nos encontramos ante 
un fenómeno complejo en el que es necesario intervenir 
desde distintas perspectivas jurídicas, que tienen que 
abarcar desde las normas procesales y sustantivas hasta 
las disposiciones relativas a la atención a las víctimas, 
intervención que sólo es posible a través de una legisla-
ción específica.

Una Ley para la prevención y erradicación de la vio-
lencia sobre la mujer ha de ser una Ley que recoja medi-
das procesales que permitan procedimientos ágiles y 
sumarios, como el establecido en la Ley 27/2003, de 31 de 
julio, pero, además, que compagine, en los ámbitos civil
y penal, medidas de protección a las mujeres y a sus hijos 
e hijas, y medidas cautelares para ser ejecutadas con 
carácter de urgencia.

La normativa actual, civil, penal, publicitaria, social y 
administrativa presenta muchas deficiencias, debidas 
fundamentalmente a que hasta el momento no se ha 
dado a esta cuestión una respuesta global y multidiscipli-
nar. Desde el punto de vista penal la respuesta nunca 
puede ser un nuevo agravio para la mujer.

En cuanto a las medidas jurídicas asumidas para 
garantizar un tratamiento adecuado y eficaz de la situa-
ción jurídica, familiar y social de las víctimas de violencia 
sobre la mujer en las relaciones intrafamiliares, se han 
adoptado las siguientes: conforme a la tradición jurídica 
española, se ha optado por una fórmula de especializa-
ción dentro del orden penal, de los Jueces de Instrucción, 
creando los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y exclu-
yendo la posibilidad de creación de un orden jurisdiccio-
nal nuevo o la asunción de competencias penales por 
parte de los Jueces Civiles. Estos Juzgados conocerán de 
la instrucción, y, en su caso, del fallo de las causas pena-
les en materia de violencia sobre la mujer, así como de 
aquellas causas civiles relacionadas, de forma que unas y 
otras en la primera instancia sean objeto de tratamiento 
procesal ante la misma sede. Con ello se asegura la 
mediación garantista del debido proceso penal en la inter-
vención de los derechos fundamentales del presunto 
agresor, sin que con ello se reduzcan lo más mínimo las 
posibilidades legales que esta Ley dispone para la mayor, 
más inmediata y eficaz protección de la víctima, así como 
los recursos para evitar reiteraciones en la agresión o la 
escalada en la violencia.

Respecto de la regulación expresa de las medidas de 
protección que podrá adoptar el Juez de violencia
de género, se ha optado por su inclusión expresa, ya que 
no están recogidas como medidas cautelares en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, que sólo regula la prohibición
de residencia y la de acudir a determinado lugar para

los delitos recogidos en el artículo 57 del Código Penal 
(artículo 544 bis LECrim, introducido por la LO 14/1999). 
Además se opta por la delimitación temporal de estas 
medidas (cuando son medidas cautelares) hasta la finali-
zación del proceso. Sin embargo, se añade la posibilidad 
de que cualquiera de estas medidas de protección pueda 
ser utilizada como medida de seguridad, desde el princi-
pio o durante la ejecución de la sentencia, incrementando 
con ello la lista del artículo 105 del Código Penal (introdu-
cido por la LO 11/1999), y posibilitando al Juez la garantía 
de protección de las víctimas más allá de la finalización 
del proceso.

Se contemplan normas que afectan a las funciones 
del Ministerio Fiscal, mediante la creación del Fiscal
contra la Violencia sobre la Mujer, encargado de la super-
visión y coordinación del Ministerio Fiscal en este aspecto, 
así como mediante la creación de una Sección equiva-
lente en cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de 
Justicia y de las Audiencias Provinciales a las que se ads-
cribirán Fiscales con especialización en la materia. Los 
Fiscales intervendrán en los procedimientos penales por 
los hechos constitutivos de delitos o faltas cuya compe-
tencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia de 
Género, además de intervenir en los procesos civiles
de nulidad, separación o divorcio, o que versen sobre 
guarda y custodia de los hijos menores en los que se ale-
guen malos tratos al cónyuge o a los hijos.

En sus disposiciones adicionales la Ley lleva a cabo 
una profunda reforma del ordenamiento jurídico para 
adaptar las normas vigentes al marco introducido por el 
presente texto. Con objeto de armonizar las normas ante-
riores y ofrecer un contexto coordinado entre los textos 
legales, parte de la reforma integral se ha llevado a cabo 
mediante la modificación de normas existentes. En este 
sentido, las disposiciones adicionales desarrollan las 
medidas previstas en el articulado, pero integrándolas 
directamente en la legislación educativa, publicitaria, 
laboral, de Seguridad Social y de Función Pública; asi-
mismo, dichas disposiciones afectan, en especial, al reco-
nocimiento de pensiones y a la dotación del Fondo pre-
visto en esta Ley para favorecer la asistencia social 
integral a las víctimas de violencia de género.

En materia de régimen transitorio se extiende la apli-
cación de la presente Ley a los procedimientos en trami-
tación en el momento de su entrada en vigor, aunque 
respetando la competencia judicial de los órganos respec-
tivos.

Por último, la presente Ley incluye en sus disposicio-
nes finales las habilitaciones necesarias para el desarrollo 
normativo de sus preceptos.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto de la Ley.

1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la 
violencia que, como manifestación de la discriminación, 
la situación de desigualdad y las relaciones de poder de 
los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por 
parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de 
quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relacio-
nes similares de afectividad, aun sin convivencia.

2. Por esta Ley se establecen medidas de protección 
integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar 
esta violencia y prestar asistencia a sus víctimas.

3. La violencia de género a que se refiere la presente 
Ley comprende todo acto de violencia física y psicológica, 
incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amena-
zas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad.
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Artículo 2. Principios rectores.

A través de esta Ley se articula un conjunto integral de 
medidas encaminadas a alcanzar los siguientes fines:

a) Fortalecer las medidas de sensibilización ciuda-
dana de prevención, dotando a los poderes públicos de 
instrumentos eficaces en el ámbito educativo, servicios 
sociales, sanitario, publicitario y mediático.

b) Consagrar derechos de las mujeres víctimas de 
violencia de género, exigibles ante las Administraciones 
Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y 
eficaz a los servicios establecidos al efecto.

c) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exi-
gidos por los objetivos de la ley los servicios sociales de 
información, de atención, de emergencia, de apoyo y de 
recuperación integral, así como establecer un sistema 
para la más eficaz coordinación de los servicios ya exis-
tentes a nivel municipal y autonómico.

d) Garantizar derechos en el ámbito laboral y funcio-
narial que concilien los requerimientos de la relación 
laboral y de empleo público con las circunstancias de 
aquellas trabajadoras o funcionarias que sufran violencia 
de género.

e) Garantizar derechos económicos para las mujeres 
víctimas de violencia de género, con el fin de facilitar su 
integración social.

f) Establecer un sistema integral de tutela institucio-
nal en el que la Administración General del Estado, a tra-
vés de la Delegación Especial del Gobierno contra la Vio-
lencia sobre la Mujer, en colaboración con el Observatorio 
Estatal de la Violencia sobre la Mujer, impulse la creación 
de políticas públicas dirigidas a ofrecer tutela a las vícti-
mas de la violencia contemplada en la presente Ley.

g) Fortalecer el marco penal y procesal vigente para 
asegurar una protección integral, desde las instancias 
jurisdiccionales, a las víctimas de violencia de género.

h) Coordinar los recursos e instrumentos de todo 
tipo de los distintos poderes públicos para asegurar la 
prevención de los hechos de violencia de género y, en su 
caso, la sanción adecuada a los culpables de los mismos.

i) Promover la colaboración y participación de las 
entidades, asociaciones y organizaciones que desde la 
sociedad civil actúan contra la violencia de género.

j) Fomentar la especialización de los colectivos pro-
fesionales que intervienen en el proceso de información, 
atención y protección a las víctimas.

k) Garantizar el principio de transversalidad de las 
medidas, de manera que en su aplicación se tengan en 
cuenta las necesidades y demandas específicas de todas 
las mujeres víctimas de violencia de género.

TÍTULO I

Medidas de sensibilización, prevención y detección

Artículo 3. Planes de sensibilización.

1. Desde la responsabilidad del Gobierno del Estado 
y de manera inmediata a la entrada en vigor de esta Ley, 
con la consiguiente dotación presupuestaria, se pondrá 
en marcha un Plan Nacional de Sensibilización y Preven-
ción de la Violencia de Género que como mínimo recoja 
los siguientes elementos:

Que introduzca en el escenario social las nuevas esca-
las de valores basadas en el respeto de los derechos y 
libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres 
y mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia y de la 
libertad dentro de los principios democráticos de convi-
vencia, todo ello desde la perspectiva de las relaciones de 
género.

Dirigido tanto a hombres como a mujeres, desde un 
trabajo comunitario e intercultural.

Que contemple un amplio programa de formación 
complementaria y de reciclaje de los profesionales que 
intervienen en estas situaciones.

Controlado por una Comisión de amplia participación, 
que se creará en un plazo máximo de un mes, en la que se 
ha de asegurar la presencia de los afectados, las institu-
ciones, los profesionales y de personas de reconocido 
prestigio social relacionado con el tratamiento de estos 
temas.

2. Los poderes públicos, en el marco de sus compe-
tencias, impulsarán además campañas de información y 
sensibilización específicas con el fin de prevenir la violen-
cia de género.

3. Las campañas de información y sensibilización 
contra esta forma de violencia se realizarán de manera 
que se garantice el acceso a las mismas de las personas 
con discapacidad.

CAPÍTULO I

En el ámbito educativo

Artículo 4. Principios y valores del sistema educativo.

1. El sistema educativo español incluirá entre sus 
fines la formación en el respeto de los derechos y liberta-
des fundamentales y de la igualdad entre hombres y 
mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia y de la 
libertad dentro de los principios democráticos de convi-
vencia.

Igualmente, el sistema educativo español incluirá, 
dentro de sus principios de calidad, la eliminación de los 
obstáculos que dificultan la plena igualdad entre hombres 
y mujeres y la formación para la prevención de conflictos 
y para la resolución pacífica de los mismos.

2. La Educación Infantil contribuirá a desarrollar en 
la infancia el aprendizaje en la resolución pacífica de con-
flictos.

3. La Educación Primaria contribuirá a desarrollar en 
el alumnado su capacidad para adquirir habilidades en la 
resolución pacífica de conflictos y para comprender y res-
petar la igualdad entre sexos.

4. La Educación Secundaria Obligatoria contribuirá a 
desarrollar en el alumnado la capacidad para relacionarse 
con los demás de forma pacífica y para conocer, valorar y 
respetar la igualdad de oportunidades de hombres y 
mujeres.

5. El Bachillerato y la Formación Profesional contri-
buirán a desarrollar en el alumnado la capacidad para 
consolidar su madurez personal, social y moral, que les 
permita actuar de forma responsable y autónoma y para 
analizar y valorar críticamente las desigualdades de sexo 
y fomentar la igualdad real y efectiva entre hombres y 
mujeres.

6. La Enseñanza para las personas adultas incluirá 
entre sus objetivos desarrollar actividades en la resolu-
ción pacífica de conflictos y fomentar el respeto a la digni-
dad de las personas y a la igualdad entre hombres y 
mujeres.

7. Las Universidades incluirán y fomentarán en todos 
los ámbitos académicos la formación, docencia e investi-
gación en igualdad de género y no discriminación de 
forma transversal.

Artículo 5. Escolarización inmediata en caso de violencia 
de género.

Las Administraciones competentes deberán prever la 
escolarización inmediata de los hijos que se vean afecta-
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dos por un cambio de residencia derivada de actos de 
violencia de género.

Artículo 6. Fomento de la igualdad.

Con el fin de garantizar la efectiva igualdad entre 
hombres y mujeres, las Administraciones educativas 
velarán para que en todos los materiales educativos se 
eliminen los estereotipos sexistas o discriminatorios y 
para que fomenten el igual valor de hombres y mujeres.

Artículo 7. Formación inicial y permanente del profeso-
rado.

Las Administraciones educativas adoptarán las medi-
das necesarias para que en los planes de formación inicial 
y permanente del profesorado se incluya una formación 
específica en materia de igualdad, con el fin de asegurar 
que adquieren los conocimientos y las técnicas necesa-
rias que les habiliten para:

a) La educación en el respeto de los derechos y liber-
tades fundamentales y de la igualdad entre hombres y 
mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad 
dentro de los principios democráticos de convivencia.

b) La educación en la prevención de conflictos y en 
la resolución pacífica de los mismos, en todos los ámbitos 
de la vida personal, familiar y social.

c) La detección precoz de la violencia en el ámbito 
familiar, especialmente sobre la mujer y los hijos e hijas.

d) El fomento de actitudes encaminadas al ejercicio 
de iguales derechos y obligaciones por parte de mujeres y 
hombres, tanto en el ámbito público como privado,
y la corresponsabilidad entre los mismos en el ámbito 
doméstico.

Artículo 8. Participación en los Consejos Escolares.

Se adoptarán las medidas precisas para asegurar que 
los Consejos Escolares impulsen la adopción de medidas 
educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre 
hombres y mujeres. Con el mismo fin, en el Consejo Esco-
lar del Estado se asegurará la representación del Instituto 
de la Mujer y de las organizaciones que defiendan los 
intereses de las mujeres, con implantación en todo el 
territorio nacional.

Artículo 9. Actuación de la inspección educativa.

Los servicios de inspección educativa velarán por el 
cumplimiento y aplicación de los principios y valores 
recogidos en este capítulo en el sistema educativo desti-
nados a fomentar la igualdad real entre mujeres y hom-
bres.

CAPÍTULO II

En el ámbito de la publicidad y de los medios
de comunicación

Artículo 10. Publicidad ilícita.

De acuerdo con lo establecido en la Ley 34/1988, de 11 
de noviembre, General de Publicidad, se considerará
ilícita la publicidad que utilice la imagen de la mujer con 
carácter vejatorio o discriminatorio.

Artículo 11.

El Ente público al que corresponda velar para que los 
medios audiovisuales cumplan sus obligaciones adoptará 
las medidas que procedan para asegurar un tratamiento 
de la mujer conforme con los principios y valores consti-

tucionales, sin perjuicio de las posibles actuaciones por 
parte de otras entidades.

Artículo 12. Titulares de la acción de cesación y rectifica-
ción.

La Delegación Especial del Gobierno contra la Violen-
cia sobre la Mujer , el Instituto de la Mujer u órgano equi-
valente de cada Comunidad Autónoma, el Ministerio Fis-
cal y las Asociaciones que tengan como objetivo único la 
defensa de los intereses de la mujer estarán legitimados 
para ejercitar ante los Tribunales la acción de cesación de 
publicidad ilícita por utilizar en forma vejatoria la imagen 
de la mujer, en los términos de la Ley 34/1988, de 11 de 
noviembre, General de Publicidad.

Artículo 13. Medios de comunicación.

1. Las Administraciones Públicas velarán por el cum-
plimiento estricto de la legislación en lo relativo a la pro-
tección y salvaguarda de los derechos fundamentales, 
con especial atención a la erradicación de conductas favo-
recedoras de situaciones de desigualdad de las mujeres 
en todos los medios de comunicación social, de acuerdo 
con la legislación vigente.

2. La Administración pública promoverá acuerdos 
de autorregulación que, contando con mecanismos de 
control preventivo y de resolución extrajudicial de contro-
versias eficaces, contribuyan al cumplimiento de la legis-
lación publicitaria.

Artículo 14.

Los medios de comunicación fomentarán la protec-
ción y salvaguarda de la igualdad entre hombre y mujer, 
evitando toda discriminación entre ellos.

La difusión de informaciones relativas a la violencia 
sobre la mujer garantizará, con la correspondiente objeti-
vidad informativa, la defensa de los derechos humanos, 
la libertad y dignidad de las mujeres víctimas de violencia 
y de sus hijos. En particular, se tendrá especial cuidado en 
el tratamiento gráfico de las informaciones.

CAPÍTULO III

En el ámbito sanitario

Artículo 15. Sensibilización y formación.

1. Las Administraciones sanitarias, en el seno del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, 
promoverán e impulsarán actuaciones de los profesiona-
les sanitarios para la detección precoz de la violencia de 
género y propondrán las medidas que estimen necesarias 
a fin de optimizar la contribución del sector sanitario en la 
lucha contra este tipo de violencia.

2. En particular, se desarrollarán programas de sen-
sibilización y formación continuada del personal sanitario 
con el fin de mejorar e impulsar el diagnóstico precoz, la 
asistencia y la rehabilitación de la mujer en las situacio-
nes de violencia de género a que se refiere esta Ley.

3. Las Administraciones educativas competentes 
asegurarán que en los ámbitos curriculares de las licen-
ciaturas y diplomaturas, y en los programas de especiali-
zación de las profesiones sociosanitarias, se incorporen 
contenidos dirigidos a la capacitación para la prevención, 
la detección precoz, intervención y apoyo a las víctimas 
de esta forma de violencia.

4. En los Planes Nacionales de Salud que procedan 
se contemplará un apartado de prevención e intervención 
integral en violencia de género.
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para auxiliarlo de manera permanente u ocasio-
nal.» 

Artículo 71. Secciones contra la violencia sobre la 
mujer.

Se sustituyen los párrafos segundo y tercero del apar-
tado 1 del artículo 18 de la Ley 50/1981, de 30 de diciem-
bre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fis-
cal, por el siguiente texto:

«En la Fiscalía de la Audiencia Nacional y en 
cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justi-
cia y de las Audiencias Provinciales, existirá una 
Sección de Menores a la que se encomendarán las 
funciones y facultades que al Ministerio Fiscal atri-
buye la Ley Orgánica Reguladora de la Responsabi-
lidad Penal de los Menores y otra Sección Contra la 
Violencia sobre la Mujer en cada Fiscalía de los Tri-
bunales Superiores de Justicia y de las Audiencias 
Provinciales. A estas Secciones serán adscritos Fis-
cales que pertenezcan a sus respectivas plantillas, 
teniendo preferencia aquellos que por razón de las 
anteriores funciones desempeñadas, cursos impar-
tidos o superados o por cualquier otra circunstancia 
análoga, se hayan especializado en la materia. No 
obstante, cuando las necesidades del servicio así lo 
aconsejen podrán actuar también en otros ámbitos 
o materias.

En las Fiscalías de los Tribunales Superiores de 
Justicia y en las Audiencias Provinciales podrán 
existir las adscripciones permanentes que se deter-
minen reglamentariamente.

A la Sección Contra la Violencia sobre la Mujer 
se atribuyen las siguientes funciones:

a) Intervenir en los procedimientos penales por 
los hechos constitutivos de delitos o faltas cuya 
competencia esté atribuida a los Juzgados de Vio-
lencia sobre la Mujer.

b) Intervenir directamente en los procesos civi-
les cuya competencia esté atribuida a los Juzgados 
de Violencia sobre la Mujer.

En la Sección Contra la Violencia sobre la Mujer 
deberá llevarse un registro de los procedimientos 
que se sigan relacionados con estos hechos que per-
mitirá la consulta de los Fiscales cuando conozcan 
de un procedimiento de los que tienen atribuida la 
competencia, al efecto en cada caso procedente.»

Artículo 72. Delegados de la Jefatura de la Fiscalía.

Se adiciona un apartado 6 al artículo 22 de la Ley 
50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal, que queda redactado de la 
siguiente forma:

«6. En aquellas Fiscalías en las que el número 
de asuntos de que conociera así lo aconsejara y 
siempre que resultara conveniente para la organiza-
ción del servicio, previo informe del Consejo Fiscal, 
podrán designarse delegados de la Jefatura con el 
fin de asumir las funciones de dirección y coordina-
ción que le fueran específicamente encomendadas. 
La plantilla orgánica determinará el número máximo 
de delegados de la Jefatura que se puedan designar 
en cada Fiscalía. En todo caso, en cada Fiscalía 
habrá un delegado de Jefatura que asumirá las fun-
ciones de dirección y coordinación, en los términos 
previstos en este apartado, en materia de infraccio-
nes relacionadas con la violencia de género, delitos 
contra el medio ambiente, y vigilancia penitenciaria, 

con carácter exclusivo o compartido con otras mate-
rias.

Tales delegados serán nombrados y, en su caso, 
relevados mediante resolución dictada por el Fiscal 
General del Estado, a propuesta motivada del Fiscal 
Jefe respectivo, oída la Junta de Fiscalía. Cuando la 
resolución del Fiscal General del Estado sea discre-
pante con la propuesta del Fiscal Jefe respectivo, 
deberá ser motivada.

Para la cobertura de estas plazas será preciso, 
con carácter previo a la propuesta del Fiscal Jefe 
correspondiente, realizar una convocatoria entre los 
Fiscales de la plantilla. A la propuesta se acompa-
ñará relación del resto de los Fiscales que hayan 
solicitado el puesto con aportación de los méritos 
alegados.» 

Disposición adicional primera. Pensiones y ayudas.

1. Quien fuera condenado, por sentencia firme, por 
la comisión de un delito doloso de homicidio en cual-
quiera de sus formas o de lesiones, cuando la ofendida 
por el delito fuera su cónyuge o excónyuge, perderá la 
condición de beneficiario de la pensión de viudedad que 
le corresponda dentro del Sistema Público de Pensiones 
causada por la víctima, salvo que, en su caso, medie 
reconciliación entre ellos.

2. A quien fuera condenado, por sentencia firme, por 
la comisión de un delito doloso de homicidio en cual-
quiera de sus formas o de lesiones cuando la ofendida 
por el delito fuera su cónyuge o excónyuge, o estuviera o 
hubiera estado ligada a él por una análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia, no le será abonable, en 
ningún caso, la pensión por orfandad de la que pudieran 
ser beneficiarios sus hijos dentro del Sistema Público de 
Pensiones, salvo que, en su caso, hubiera mediado recon-
ciliación entre aquellos.

3. No tendrá la consideración de beneficiario, a tí-
tulo de víctima indirecta, de las ayudas previstas en la
Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia a 
las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad 
Sexual, quien fuera condenado por delito doloso de 
homicidio en cualquiera de sus formas, cuando la ofen-
dida fuera su cónyuge o excónyuge o persona con la que 
estuviera o hubiera estado ligado de forma estable por 
análoga relación de afectividad, con independencia de su 
orientación sexual, durante, al menos, los dos años ante-
riores al momento del fallecimiento, salvo que hubieran 
tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la 
mera convivencia.

Disposición adicional segunda. Protocolos de actuación.

El Gobierno y las Comunidades Autónomas, que 
hayan asumido competencias en materia de justicia, 
organizarán en el ámbito que a cada una le es propio los 
servicios forenses de modo que cuenten con unidades de 
valoración forense integral encargadas de diseñar proto-
colos de actuación global e integral en casos de violencia 
de género.

Disposición adicional tercera. Modificación de la Ley 
Orgánica reguladora del Derecho a la Educación.

Uno. Las letras b) y g) del artículo 2 de la Ley Orgá-
nica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación, quedarán redactadas de la forma siguiente:

«b) La formación en el respeto de los derechos 
y libertades fundamentales, de la igualdad entre 
hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia 
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y de la libertad dentro de los principios democráti-
cos de convivencia.

g) La formación para la paz, la cooperación y la 
solidaridad entre los pueblos y para la prevención 
de conflictos y para la resolución pacífica de los mis-
mos y no violencia en todos los ámbitos de la vida 
personal, familiar y social.» 

Dos. Se incorporan tres nuevas letras en el apartado 1 
del artículo 31 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, 
reguladora del Derecho a la Educación, que quedarán 
redactadas de la forma siguiente:

«k) Las organizaciones de mujeres con implan-
tación en todo el territorio del Estado.

l) El Instituto de la Mujer.
m) Personalidades de reconocido prestigio en 

la lucha para la erradicación de la violencia de 
género.» 

Tres. La letra e) del apartado 1 del artículo 32 de la 
Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho 
a la Educación, quedará redactada de la forma siguiente:

«e) Las disposiciones que se refieran al desa-
rrollo de la igualdad de derechos y oportunidades y 
al fomento de la igualdad real y efectiva entre hom-
bres y mujeres en la enseñanza.» 

Cuatro. El apartado 1 del artículo 33 de la Ley Orgá-
nica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación, quedará redactado de la forma siguiente:

«1. El Consejo Escolar del Estado elaborará y 
hará público anualmente un informe sobre el sis-
tema educativo, donde deberán recogerse y valo-
rarse los diversos aspectos del mismo, incluyendo 
la posible situación de violencia ejercida en la comu-
nidad educativa. Asimismo se informará de las 
medidas que en relación con la prevención de vio-
lencia y fomento de la igualdad entre hombres y 
mujeres establezcan las Administraciones educativas.» 

Cinco. Se incluye un nuevo séptimo guión en el 
apartado 1 del artículo 56 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 
de julio, reguladora del Derecho a la Educación, con la 
siguiente redacción:

«–Una persona, elegida por los miembros del 
Consejo Escolar del Centro, que impulse medidas 
educativas que fomenten la igualdad real y efectiva 
entre hombres y mujeres.» 

Seis. Se adiciona una nueva letra m) en el artículo 57 
de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del 
Derecho a la Educación, con la siguiente redacción:

«m) Proponer medidas e iniciativas que favo-
rezcan la convivencia en el centro, la igualdad entre 
hombres y mujeres y la resolución pacífica de con-
flictos en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social.» 

Disposición adicional cuarta. Modificación de la Ley 
Orgánica de Ordenación General del Sistema Educa-
tivo.

Uno. Se modifica la letra b) del apartado 1 del artícu-
lo 1 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Orde-
nación General del Sistema Educativo, que quedará 
redactado de la siguiente forma:

«b) La formación en el respeto de los derechos 
y libertades fundamentales, de la igualdad entre 
hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia 
y de la libertad dentro de los principios democráti-
cos de convivencia.» 

Dos. Se modifica la letra e) y se añade la letra l) en el 
apartado 3 del artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de 
octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, 
que quedarán redactadas de la siguiente forma:

«e) El fomento de los hábitos de comporta-
miento democrático y las habilidades y técnica en la 
prevención de conflictos y en la resolución pacífica 
de los mismos.

l) La formación para la prevención de conflic-
tos y para la resolución pacífica de los mismos en 
todos los ámbitos de la vida personal, familiar y 
social.» 

Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 34 de la 
Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación 
General del Sistema Educativo, que quedará redactada de 
la siguiente forma:

«3. La metodología didáctica de la formación 
profesional específica promoverá la integración de 
contenidos científicos, tecnológicos y organizativos. 
Asimismo, favorecerá en el alumno la capacidad 
para aprender por sí mismo y para trabajar en 
equipo, así como la formación en la prevención de 
conflictos y para la resolución pacífica de los mis-
mos en todos los ámbitos de la vida personal, fami-
liar y social.» 

Disposición adicional quinta. Modificación de la Ley 
Orgánica de Calidad de la Educación.

Uno. Se adiciona una nueva letra b), con el consi-
guiente desplazamiento de los actuales, y tres nuevas 
letras n), ñ) y o) en el artículo 1 de la Ley Orgánica 10/2002, 
de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, con el 
siguiente contenido:

«b) La eliminación de los obstáculos que difi-
cultan la plena igualdad entre hombres y mujeres.

n) La formación en el respeto de los derechos y 
libertades fundamentales, de la igualdad entre hom-
bres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de 
la libertad dentro de los principios democráticos de 
convivencia.

ñ) La formación para la prevención de conflic-
tos y para la resolución pacífica de los mismos y no 
violencia en todos los ámbitos de la vida personal 
familiar y social.

o) El desarrollo de las capacidades afectivas.» 

Dos. Se adicionan dos nuevas letras e) y f), con el 
consiguiente desplazamiento de las actuales, en el apar-
tado 2 del artículo 12 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de 
diciembre, de Calidad de la Educación, con el siguiente 
contenido:

«e) Ejercitarse en la prevención de los conflic-
tos y en la resolución pacífica de los mismos.

f) Desarrollar sus capacidades afectivas.» 

Tres. Se adicionan tres nuevas letras b), c) y d), con 
el consiguiente desplazamiento de las actuales, en el 
apartado 2 del artículo 15 de la Ley Orgánica 10/2002,
de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, con el 
siguiente contenido:

«b) Adquirir habilidades en la prevención de 
conflictos y en la resolución pacífica de los mismos 
que permitan desenvolverse con autonomía en el 
ámbito familiar y doméstico, así como en los grupos 
sociales en los que se relacionan.

c) Comprender y respetar la igualdad entre 
sexos.

d) Desarrollar sus capacidades afectivas.» 
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Cuatro. Se adicionan tres nuevas letras b), c) y d), 
con el consiguiente desplazamiento de las actuales, en el 
apartado 2 del artículo 22 de la Ley Orgánica 10/2002,
de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, con el 
siguiente contenido:

«b) Conocer, valorar y respetar la igualdad de 
oportunidades de hombres y mujeres.

c) Relacionarse con los demás sin violencia, 
resolviendo pacíficamente los conflictos.

d) Desarrollar sus capacidades afectivas.» 

Cinco. Se modifica la letra f) del apartado 1 y se 
añade un nuevo apartado 5 en el artículo 23 de la Ley 
Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la 
Educación, que queda redactado de la forma siguiente:

«1. f) Ética e igualdad entre hombres y 
mujeres.»

«5. La asignatura de Ética incluirá contenidos 
específicos sobre la igualdad entre hombres y muje-
res.» 

Seis. Se adicionan dos nuevas letras b) y c), con el 
consiguiente desplazamiento de las actuales, en el apar-
tado 2 del artículo 34 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de 
diciembre, de Calidad de la Educación, con el siguiente 
contenido:

«b) Consolidar una madurez personal, social y 
moral, que les permita actuar de forma responsable, 
autónoma y prever y resolver pacíficamente los con-
flictos personales, familiares y sociales.

c) Fomentar la igualdad real y efectiva entre 
hombres y mujeres y analizar y valorar críticamente 
las desigualdades entre ellos.» 

Siete. Se adiciona un nuevo apartado 3 en el artícu-
lo 40 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de 
Calidad de la Educación, con el siguiente contenido:

«3. Con el fin de promover la efectiva igualdad 
entre hombres y mujeres, las Administraciones edu-
cativas velarán para que todos los currículos y los 
materiales educativos reconozcan el igual valor de 
hombres y mujeres y se elaboren a partir de presu-
puestos no discriminatorios para las mujeres. Asi-
mismo, deberán fomentar el respeto en la igualdad 
de derechos y obligaciones.» 

Ocho. Se adicionan dos nuevas letras e) y f) en el 
apartado 2 del artículo 52 de la Ley Orgánica 10/2002,
de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, con el 
siguiente contenido:

«e) Desarrollar habilidades en la resolución 
pacífica de los conflictos en las relaciones persona-
les, familiares y sociales.

f) Fomentar el respeto a la dignidad de las per-
sonas y a la igualdad entre hombres y mujeres.» 

Nueve. Se modifica la letra d) del artículo 56 de la 
Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de 
la Educación, que queda redactada de la forma siguiente:

«d) La tutoría del alumnado para dirigir su 
aprendizaje, transmitirles valores y ayudarlos, en 
colaboración con los padres, a superar sus dificulta-
des y resolver pacíficamente sus conflictos.» 

Diez. Se adiciona una nueva letra g), con el consi-
guiente desplazamiento de la letra g) actual que pasará a 
ser una nueva letra h), en el apartado 2 del artículo 81 de 
la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad 
de la Educación, con el contenido siguiente:

«g) Una persona que impulse medidas educa-
tivas que fomenten la igualdad real y efectiva entre 

hombres y mujeres, residente en la ciudad donde se 
halle emplazado el centro y elegida por el Consejo 
Escolar del centro.» 

Once. Se modifica la letra k) en el apartado 1 del ar-
tículo 82 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, 
de Calidad de la Educación, que queda redactado de la 
forma siguiente:

«k) Proponer medidas e iniciativas que favorez-
can la convivencia en el centro, la igualdad entre 
hombres y mujeres y la resolución pacífica de con-
flictos en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social.» 

Doce. Se añade una nueva letra g) al apartado 1 del 
artículo 105 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciem-
bre, de Calidad de la Educación, que queda redactada de 
la forma siguiente:

«g) Velar por el cumplimiento y aplicación de 
las medidas e iniciativas educativas destinadas a 
fomentar la igualdad real entre mujeres y hom-
bres.» 

Disposición adicional sexta. Modificación de la Ley Gene-
ral de Publicidad.

Uno. Se modifica el artículo 3, letra a), de la
Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, 
que quedará redactado de la siguiente forma:

«Es ilícita:
a) La publicidad que atente contra la dignidad 

de la persona o vulnere los valores y derechos reco-
nocidos en la Constitución, especialmente a los que 
se refieren sus artículos 18 y 20, apartado 4. Se 
entenderán incluidos en la previsión anterior los 
anuncios que presenten a las mujeres de forma 
vejatoria, bien utilizando particular y directamente 
su cuerpo o partes del mismo como mero objeto 
desvinculado del producto que se pretende promo-
cionar, bien su imagen asociada a comportamientos 
estereotipados que vulneren los fundamentos de 
nuestro ordenamiento coadyuvando a generar la 
violencia a que se refiere la Ley Orgánica de medi-
das de protección integral contra la violencia de 
género.»

Dos. Se adiciona un nuevo apartado 1 bis en el ar-
tículo 25 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General 
de Publicidad, con el contenido siguiente:

«1 bis. Cuando una publicidad sea considerada 
ilícita por afectar a la utilización vejatoria o discrimi-
natoria de la imagen de la mujer, podrán solicitar del 
anunciante su cesación y rectificación:

a) La Delegación Especial del Gobierno contra 
la Violencia sobre la Mujer.

b) El Instituto de la Mujer o su equivalente en el 
ámbito autonómico.

c) Las asociaciones legalmente constituidas 
que tengan como objetivo único la defensa de los 
intereses de la mujer y no incluyan como asociados 
a personas jurídicas con ánimo de lucro.

d) Los titulares de un derecho o interés legí-
timo.»

Tres. Se adiciona una disposición adicional a la
Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, 
con el contenido siguiente:

«La acción de cesación cuando una publicidad 
sea considerada ilícita por afectar a la utilización 
vejatoria o discriminatoria de la imagen de la mujer, 
se ejercitará en la forma y en los términos previstos 




